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31322/2014

D.P.F.M. c/ CPACF- s/RECURSO DIRECTO DE

ORGANISMO EXTERNO

Buenos Aires,  26
de abril de 2016.- GO

VISTOS Y CONSIDERANDO:

I.- Que, por pronunciamiento glosado a fs. 107/109 vta., la Sala III del Tribunal de Disciplina del Colegio Público de Abogados de la Capital Federal aplicó al Dr. F.M.D.P. (….) sanción de multa de $10.000 -art. 45, inc. c), de la Ley Nº 23.187-.

En primer término, se consignó que la denuncia -que dio inicio al proceso disciplinario- fue formulada por el Sr. S.M.C., quien relató que había contratado los servicios del Dr. D.P. a los fines de que lo patrocinara en un reclamo de daños y perjuicios, otorgándole a tal efecto un poder general judicial.

Y, concretamente, respecto de los hechos narrados por el denunciante, el Tribunal de Disciplina recordó que, sin saber aquel la suerte de su reclamo intentó por todos los medios de dar con el sumariado, quien una vez contactado le manifestó que la junta médica “había salido mal”, que por el concepto lesiones la compañía sólo le ofrecía $1.000 y, por los daños del rodado la suma de $6.500, a lo que éste accedió.

Y, precisó, que en los primeros días de junio el Dr. D.P. se comunicó con el denunciante, indicándole que ya podían cobrar, empero por un supuesto inconveniente de aquél, le refirió que “se quedara tranquilo pues ya había percibido la suma del acuerdo transaccional celebrado con la Compañía de Seguros”. Tal circunstancia, despertó en el denunciante sospechas respecto de la actuación profesional, por lo que investigo ante la Compañía de Seguros La Caja sobre su reclamo, siéndole allí informado que se había celebrado un acuerdo con fecha 11 de abril y que los cheques habían sido entregados a su abogado-apoderado el 26 de abril,
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anoticiándose en ese momento que el monto acordado era de $17.000 en lugar de $7.500 como le había sido informado.

El Tribunal de Disciplina puso de resalto que en el encuentro con el profesional, éste le entregó un cheque por la suma de $5.000 y otro por $1.000, haciéndole firmar recibo de ello. En aquella oportunidad, el matriculado le manifestó que era la suma reconocida por la Compañía de Seguro y le refirió que él había cobrado los cheques con anterioridad. Interpelado a la devolución del dinero restante, éste se negó a su entrega.

En tal contexto, el Tribunal concluyó que existían elementos suficientes para la adopción de un temperamento sancionatorio y, al respecto, advirtió que el objeto procesal del sumario era la retención parcial de dinero por parte del matriculado proveniente del acuerdo alcanzado por éste último, en su carácter de letrado apoderado del Sr. C. con la Compañía de Seguros, acuerdo cuyo verdadero alcance también le fue ocultado.

Asimismo y en punto a la defensa intentada por el matriculado, el Tribunal refirió que no generan ánimo convictico para eximirlo del reproche formulado y, en este sentido observó que la única defensa se redujo a manifestar una mera “confusión” respecto del monto que le correspondía percibir a su cliente. En tales condiciones, el Tribunal advirtió que siendo que le resultaba imposible al matriculado ponerse en contacto con su poderdante una vez alcanzado el acuerdo y percibido el importe indemnizatorio -como así lo sostuvo- nada le impedía entonces al profesional el envío de una esquela documentada a fin de informarle a su cliente en tiempo y forma de ello, extremo que éste no hizo.

Al respecto, el Tribunal precisó que aun tomando como cierto la versión exculpatoria ensayada por el profesional, tal “confusión”, en modo alguno resultaba excusable en tanto el hecho descripto constituye una grave violación al deber de lealtad y fidelidad que todo abogado tiene para con su cliente de conformidad a lo previsto en los arts. 6, inc. e) de la Ley 23.187 y 19 inc. c) del Código de Ética, siendo su cumplimiento de primordial exigencia en la conducta de los abogados.
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En ese orden de ideas, el Tribunal señaló que el art. 1909 del Código Civil, establece la obligación del mandatario de rendir cuentas y el art. 1911 de restituir todo lo que hubiese recibido para ser entregado a su mandante, obligación que se ve reflejada en el citado art. 19, del Código de Ética. En efecto, la responsabilidad por incumplimiento del deber de fidelidad en el manejo de fondos del mandante desde la ética, reviste una adjetivación de gravedad que no puede pasar inadvertida para los abogados.

En esa inteligencia, se consideró que el proceder del matriculado es sumamente grave e incompatible con la dignidad del ejercicio profesional y la rectitud que debe prevalecer en su ministerio.

Y, en tal contexto reseñado, se concluyó, que hubo conducta negligente en el actuar del profesional denunciado y que se encontraba plenamente probada la falta disciplinaria en la que incurrió el abogado, quien con su conducta vulneró lo preceptuado en el art. 6, inc. e) de la Ley 23.187 y 19 inc. c) del Código de Ética, por lo que corresponde la aplicación de una sanción a tenor de lo normado por los arts. 26, inc. b) y 28 inc. b), del Código citado.

II. Que, mediante la presentación de fs. 110, el denunciante – S.M.C.- desistió de la denuncia oportunamente formulada y al respecto, manifestó que el letrado le había saldado el monto debido, manifestando su pesar por el error cometido, en tanto que a fs. 113, el Tribunal de Disciplina señaló, no obstante que la acción disciplinaria no es susceptible de renuncia ni desistimiento (art. 2, inc. a) del RPTD), habiendo sido dictada la sentencia, debía estarse a lo allí resuelto.

III. Que, por presentación de fs. 117/118, el Dr. F.M.D.P. interpone recurso de apelación contra la decisión individualizada precedentemente y, al efecto, sustancialmente, postula: que, la falta disciplinaria imputada no es reflejo de lo que surge de las constancias de autos; quedó demostrado que no incumplió con su deber, en tanto le entregó a su cliente la totalidad de los documentos y dinero que se encontraban en su poder (rendición de cuentas, recibo del monto dispuesto en el acuerdo en concepto de daño e indemnización y el dinero en efectivo que le restaba percibir); fue mal interpretado el deber de fidelidad y lealtad
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así como también la “confusión” a la que hace referencia en punto al monto real que debía entregar a su cliente, siendo aquel error ajeno e involuntario; la multa resulta excesiva y arbitraria a poco que se repare en la inexistencia del hecho imputado y; el archivo de la causa, en virtud del desistimiento de la denuncia.

IV.- Que, corrido el pertinente traslado, el Colegio Público de Abogados de la Capital Federal se presenta a fs. 130/131 y contesta el recurso deducido en autos.

V. Al efecto, preliminarmente, es oportuno recordar que el Tribunal no está obligado a seguir a los recurrentes en todas y cada una de las cuestiones y argumentaciones que proponen a consideración de la Alzada, sino tan sólo aquéllas que son conducentes para decidir el caso y que bastan para dar sustento a un pronunciamiento válido (CSJN, Fallos 258:304; 262:222; 265:301; 272:225; 278:271; 291:390; 297:140; 301:970; esta Sala, “Torre, Hugo c/ CPACF”, del 8/2/07; “Marroquín de Urquiola Ignacio Francisco c/ EN-Mº del Interior Prefectura Naval Argentina s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg.”, del 19/7/07; “Sayago Horacio Adrián y otro c/ EN- PFA y otro s/ daños y perjuicios”, del 11/10/07; “ACIJ c/ EN- ley 24240- Mº Planificación s/ proceso de conocimiento”, del 29/5/98; “MULTICANAL S.A. y otro c/ EN- SCI DLC (Actas 2600/09 y otras) s/ amparo ley 16.986”, del 21/5/09; “Ciudadanos Libres Calidad Institucional Asoc. Civil c/ EN- Dto 67/10 s/ medida cautelar autónoma”, del 21/10/10, entre otros).

VI. Que, sentado ello, cabe precisar que las sanciones impuestas por el Tribunal de Disciplina del Colegio Público de Abogados de la Capital Federal remiten a la definición como injustos de faltas puramente deontológicas, esto es, de infracciones éticas más que jurídicas, propiamente dichas, en cuyo diseño juegan enunciados generales e inespecíficos, que si bien no resultarían admisibles en un sistema punitivo abstracto fundado en una situación de supremacía general, caben perfectamente, bajo una relación de supremacía especial, como expresión tanto de la disciplina interna de la organización como por la cercanía moral de los titulares del órgano sancionador, pares del inculpado, interpretando
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un sistema ético que les envuelve a ambos. Por consiguiente, la subsunción del supuesto fáctico concreto dentro de la fórmula de la infracción deontológica-profesional es, como principio, resorte primario de quien está llamado -porque así lo ha querido la ley- a valorar los comportamientos que, precisamente, pueden dar lugar a la configuración de aquellas infracciones, limitándose la revisión judicial a las hipótesis en las que ha mediado indefensión o la decisión resulta manifiestamente arbitraria (esta Cámara, Sala III: “Rodríguez Goyena Gabriel Oscar”, del 6 de julio de 2006; Sala V: “Alvarez Teodoro”, del 16 de agosto de 1995; entre otros).

En tales condiciones, el rol de la Cámara se circunscribe al control de legalidad y razonabilidad del obrar del Tribunal de Disciplina en el cumplimiento de la potestad específica de la función administrativa de policía profesional que le fue deferida por la ley n° 23.187 (esta Cámara, Sala III: “Rodríguez Goyena Gabriel Oscar”, del 6 de julio de 2006; Sala I: “Acosta de Iturriagagoitia Walter A. c/ CPACF”, del 29 de agosto de 2000; entre otros); la actividad jurisdiccional del Tribunal resulta limitada al contralor de la ilegalidad o arbitrariedad, por lo cual, la cuestión fáctica y sus probanzas se examinan con el objeto de verificar si esos extremos han ocurrido, y sólo en esas circunstancias debe corregirse lo resuelto por el Colegio Público de Abogados de la Capital Federal (esta Cámara, Sala III: “Rodríguez Goyena Gabriel Oscar”, del 6 de julio de 2006; Sala II: “Cattelani, Inés”, del 8 de junio de 1989 y “Mazzini, Antonio”, del 13 de febrero de 1992; entre otros).

VII. Que, ahora bien y concretamente en cuanto a los agravios esgrimidos, se debe advertir que el profesional sancionado no controvierte la principal circunstancia fáctica considerada por el Tribunal de Disciplina atinente a que, retuvo -en forma parcial- dinero que percibió en su carácter de letrado apoderado del Sr. C. proveniente de un acuerdo alcanzado con la Compañía de Seguros La Caja y, respecto del cual le oculto el verdadero alcance del mismo informándole que le había sido reconocido la suma de $7.500 cuando en realidad el monto acordado fue de $17.000.
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En efecto, en modo alguno desconoce que tuvo que reparar la omisión en la que incurrió inicialmente para con su cliente, al haber retenido dinero que le pertenecía a éste y, además, intenta justificar su accionar en un supuesto error involuntario o una “confusión” respecto del verdadero alcance del acuerdo.

Ello así, en la medida en que -cabe insistir- el recurrente no desconoce las actuaciones -detalladas por el Tribunal de Disciplina-concernientes a la celebración del acuerdo con la Compañía de Seguros y la posterior percepción del monto acordado (Acuerdo en Mediación Privada, celebrado el 11 de abril de 2012, donde se le reconocen al Sr. S.M.C., por daños materiales la suma de $5.000 y por lesiones $12.000; que el 26 de abril de 2012, percibe la liquidación de los cheques y que, recién se puso en contacto con su cliente a mediados del mes de junio), no cabe sino concluir en que el fundamento fáctico en que se sustenta la sanción aplicada al Dr. D.P. no ha sido debidamente refutado en el escrito de interposición del recurso, por lo que las quejas son inconducentes para cuestionar la decisión del Tribunal de Disciplina.

En este sentido, debe advertirse que es atribución exclusiva del Colegio Público de Abogados de la Capital Federal la fiscalización – respecto de sus matriculados- del correcto ejercicio de la profesión de abogado y que, al efecto, se le reconoce el ejercicio del poder disciplinario (confr. art. 43, de la Ley 23.187).

Y, en este orden de ideas, atendiendo a los demás argumentos que sustentan los agravios, debe recordarse que el art. 2 del RPTD dispone que la acción disciplinaria sólo se extingue por fallecimiento del denunciado o por prescripción, y que no es susceptible de renuncia, ni desistimiento y; el art. 5 respecto del inicio de las causas, dispone que las causas de competencia del Tribunal se iniciarán: a) por denuncia; b) por pedido de un abogado de cuya conducta se trate; o c) de oficio. En virtud de ello, resulta claro que no cambia la suerte del sumariado la circunstancia de formular el Sr. Costantino el desistimiento de la denuncia.

VIII. Que, tampoco pueden prosperar los agravios concernientes a la valoración efectuada por el Tribunal de Disciplina en
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orden a establecer la graduación de la sanción. En efecto, se debe observar que la decisión apelada consideró “grave” la falta incurrida por el profesional en cuestión y, al respecto, corresponde recordar que, en tal supuesto, el art. 28 inc. b) del Código de Ética impone la aplicación de las sanciones previstas en los incs. c) y d) del art. 45 de la ley nº 23.187 -esto es: multa y suspensión de hasta un año en el ejercicio de la profesión-.

En virtud, entonces, de las consideraciones expuestas, SE RESUELVE: desestimar el recurso de apelación directa deducido en autos, con costas (conf. art. 68, primer párrafo, del Código Procesal).

Teniendo presente la naturaleza, resultado y monto del litigio, la calidad y eficacia de la gestión profesional, la etapa cumplida y la circunstancia de que la Sala ha declarado reiteradamente que los emolumentos que corresponde fijar a los profesionales y auxiliares de la justicia deben traducir -aún en los juicios de monto exiguo e inclusive sin monto- una justa retribución de las tareas desplegadas compatible con la dignidad en el ejercicio profesional, SE FIJAN los honorarios de la dirección letrada y representación de la parte demandada -Dr. Juan Pablo Echeverría- en la suma de pesos mil -$1.000- (arts. 6, 7, 8, 9, 37 y 38 del Arancel de Abogados y Procuradores).

El importe del impuesto al valor agregado integra las costas del juicio y deberá adicionarse a los emolumentos cuando el profesional acreedor revista la calidad de responsable inscripto en dicho tributo.

Los honorarios fijados precedentemente deberán ser abonados dentro de los diez (10) días corridos de notificados (art. 49 de la Ley de Arancel).

En caso de incumplimiento el acreedor queda facultado para solicitar la intimación de pago para que se cumpla en el plazo de cinco (5) días, bajo apercibimiento de ejecución, la que tramitará por ante primera instancia del fuero. Para ello, se facilitará en préstamo el expediente para la extracción de las copias pertinentes, que serán certificadas por el Tribunal y entregadas al interesado para el ingreso del respectivo incidente en la Mesa de Asignaciones de la Secretaría General de la Cámara. Si vencidos los
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plazos mencionados el interesado no impulsa el proceso en el término de diez (10) días hábiles, las actuaciones se devolverán sin más trámite.

Para el caso de que el profesional no haya denunciado la calidad que inviste frente al IVA, el plazo para el pago del tributo sobre el honorario regulado, correrá a partir de la fecha en que lo haga.

Regístrese, notifíquese y, oportunamente, devuélvanse.

JORGE ESTEBAN ARGENTO
CARLOS MANUEL GRECCO

SERGIO G. FERNANDEZ
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